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EXP. N.' 02 r67-201S-PHC/TC
TIIMBES
SOR. represe¡tada por KENYI
OKAMI]RA SILVA

SEN IE^-CIA IN t'ERLOCU IORL . DEL TRIBU¡-AL CONSTITUCIONAI

ASIJNTo

Recurso de agravio ct)nstitucio¡al inleryucsto por do¡ Kenyi Okamura Silva, a favor de

sr¡ hija menor de edad SOR. contra la rcsolución de fojas l7l, de 2l de mayo de 2018,

cxpedicla por 1a Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia dc Tumbes,

que cleclaró infundada la demanda dc /raáeas co,'prs de autos.

l,ima. 6 dc scticmbre dc 2018

-]

ü

IrU¡-l)AluLr\- l OS

Iln la sentencia emitida cn el Expedicnte 00987-20]4-PA/TC, publioada en cl

diario oñcial El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, cn el

lundamcnto 49, con c¿ráclei dc precedcnte, que se expedirá scnten\jia

intcrlocutoria dcnegatoiia, dictada sin más trámite, cuando se presentc alguno de

los siguienlcs supueslos, quc igualmentc cstán conte¡idos en el artículo 1l dcl

Ileglamento Normalivo dcl Tribunal Constitucionall

Carczca de fundamentación la supuesta \rulne¡ación que se invoque.

La cuestión de Derecho contenida en el recurso ¡o sea de especial

trascendencia constitucional.
La cucstión de Dcrecho invocada contradiga un precedente dcl Tribunal

Constrtucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmentc iguales.

Dn cste caso, cl ¡ccurrente maniñesta que la cmplazada, en su condición de

coordinaclora dcl Ccntro de Ilmcrgencia Mujer y Hogar de Refugio Temporal dc

milla, dispuso, sin su consentimiento, el internamiento dc su hija menor dc

cn dicho cenllo y no pcrmite que la visite, a pesar dc que no existe u¡a
siórr judicial que sustcnte dicha medida o que le olorguc la tenencia a la madre

la menor fávorccida

Ilsta Sala advic¡tc a fojas 128 dlr autos que mcdiante I{esolución l, de 30 de abril
de 2018, cl Juzgado Mixto de Zarumilla ordenó, como una de las medidas dc

protccción, la pemanencia lemporal de la menor favorecida y de su madrc en el

IIogar de Refugio 'femporal dc Zarumilla, y le otorgó a esta la tenenuia

provisional de su hija, adcmás de disponer un régimen temporal dc visitas a 1ávor

de don Kenyi Okamu¡a Silva en el marco del proceso scguido en su contm por la

presunta comisión del delito dc violencia iamiliar cn agravio de la mamá de Ia

a)

b)

c)

d)
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referida menor (Expedientc 0281-2018-0-2602-JM-FC-O1).

Asimismo, se observa de aütos que el recurente manifiesta qüe el 4 dc mayo de

2018 visitó a su hija menor rle edad en dicho centro de albergle (f. 184). Por ello,

esta Sala considera que eI1 el caso de autos no existe necesidad de emitir

pronunciamicnto de fondo, al habcrse producido la sustracción de la materia por

habe¡ cesado los hechos que en su momcDto sustentaron la intcrposición de la

demanda (27 dc abril de 2018).

EXP. N.' 02167 201S-PHC/TC
TUMBES
SOR, represcnlada por KINYI
OI'AMURA SILVA

En consccucncia, sc vcrifica quc cl presente recurso de agravio ha incurrido en la

car¡sal de rechazo prevista en el acápite b) del ñrndamento 49 dc la sentenci¡

emitida en el Expediente 00987-2014-PA/ IC y en el inciso b) dcl articulo I1 del

Reglamento Normativo del'Iribunal Constitucional. Por esta razón, corcsponde

declamr, sin más trámite, improccdente el recurso de agravio constifucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad quc le conñere ]a

Constitución Política del Pcru, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña

Barrera, convocado para dirimir la disco¡dia suscitada por el voto singular del

magistrado l'elaero Costa,
Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.

RESUELVE

Dcclarar IMPROCEDENTE el recurso dc agravio constitucional porquc la cuestión dc

l)crecho contcnida en el rccurso carece dc cspecial trasccndencia constifucional.

Publiquese y notifiquese

SS

MI}LA.NDA CANALES
SARDÓN DE TABO DA
ESPINOS -SAI,DAÑA BARRERA

t
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TUMBES
S.O.R., represeniada por KENYI OKAMURA
SILVA

FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA.SALDAÑA
BARREtdA.

Coincido con lo resuelto r¡ediante Ia prcscntc sentencia interlocutoria, en la mcdida que se
declara irnprocedcnte el recuro de agravio constitucional. Illlo en méri1() a que ha opcrado
la sustracción de la materia y, por ende, Ia cuestión controvertida contenida en el reourso
carece de especial trascendencia constilucional. No obstante lo recientcmente señalado, )
en a¡ención a lo discr¡tido en la presentc causa. deseo hacer Ias siguientes prccisionesl

En cl caso analizado se dispuso, existiendo una nueva denuncia policial por violencia
familiar (fojas 65) presentada por la madre de la niña de iniciales S-O.R. (beneficiaria
de este proceso de hábeas corpus) y mcdiando el oficio n." 016,2018-MIMP-PNCVF S-
CEMZAITUMILLA/VJJPP, de fecha 20 dc abril de 2018. emitido por cl Cenrro de
Emcrgcncia Mujer de ZarLrrrilla (iblas 66), una medida de relugio temporal a favor de
S.O.R y su madre. Ilsta medida se dictó cstando ya en curso, aunque todavia pcndienle
dc una dccisión .iudicial, el proceso por violencia conlra la mujer e integrantcs del
grupo familiar, en la modalidad de maltrato tisico y psicológico

2. El recurrente sostiene que esta medida, debido a que implicaba un impedimento para
ver o visitar a su hija sin que exista mandato judicial, "violentó mi derecho a ejercer la
patria potestad y mi derecho a velar por la irrtegridad moral y fisica de mi hla" (lbjas
184).

3. Al respecto, vale la pena precisar que recae en el Estado yen lacomunidad el deberde
proteger a la familia y, al mismo tiempo, sc prevé la protección espeoial de, cntre otros
grupos, a la madres, niños y niñas en situación de abandono. Asimismo, este Tribunal
Conslitucional ha indicado, en muy diversa jurispnldencia, que cxiste un deber de
proteger a las personas consideradas como "sujetos de especial protección" (grupo en
el cual debe incluirse a las mujeres, en atención a las brechas y situación dc
postergación que este mismo Tribunal ha señalado en otras ocasioncs; vide las SSlC
Exp. n." STC 00853-2015-PA y 05 I2l-2015-PA).

4. Asimismo. la Constituoión scñala que lapersona y el respcto de su dignidad son cl fin
supremo de la sociedad y el Estado (artículo l), y reconocc a las personas los dercchos
fundamenlales "[a] la vida (...), a su infeg(idad moral, psiquica y fÍsica y a su librc
desarrollo y bienestar" (artículo 2, inciso l). Más específicamente, se prescribc
asimismo, con claridad, que "[n]adie debc ser víctima de violencia moral, psiquieu o

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL



TRIBUNAL CONSf ITUCIONAL

ilil tflilil t lill
EXP. N.' 02167-2018-PHC/TC
TUMBES
S.O.R., representada por KENYI OKAMURA
SILVA

fisioa, ni sometido a toftura o a tratos inhumanos o humillantes" (articulo 2, inciso 24,
literal h). Con esta base, sc debe entender como proscrita toda lorma de violencia, y
que el deber estatal de protección es mayor cuando se trata de poblaciones vulnerables
o sujelos merecedor de una protección especial.

5. Por otra parte, y de manera específica con respecto a Ia violencia contra la mujer, este
Tribunal ha señalado que: "la violencia contra la mujer constituye L¡n problema
estructural en nLrestra sociedad que ha colocado a sus ciudadanas en una situaoión de
especial vulnerabilidad, por lo que exige una atención prioritaria y electiva por parte
dcl Estado" (STC Exp. n." 05121-2015-AA, L j. 4).

6. En suma. con base en las disposiciones constitucionales indicadas, a la jurisprudencia
mencionada, aunado a lo prcvisto en la Convención Interamericana para Prevenir,
Sancionar y Erradicar la Violencia contra Ia Mujer "Convención de Belém do Pará", y
a lo desarrollado en impodantes conferencias co¡no las de El Cairo y Bcijing,
considero que el Estado peruano sc encuentra plena,¡ente Iegitimado para, a través dc
sus dif¡rentes instituciones, proteger de mancra célere, e1'icaz e intensa a los integrantes
del grupo t'amiliar que se encuentren en situación dc riesgo y vulnerabilidad lrenle a
situacioncs de violencia.

7. Dcsde luego, esto inplica Ia posibilidad de que, inclusivc antes de que se dicte una
medida judicial, sc brinden medidas preventivas con carácter urgcntc, basadas en
criterios objetivos y razonables, cuando se encuentre en grave riesgo la integridad o la
vida de algún integrante del grupo familiar. Esto es precisamente Io qLre riene
prescrito, también como u¡t asunto excepcional, en la Lcy n.'30364 y modificaüiunÉs
(artículo l5-A), y en el Decreto Supremo n.o 009-2016-MIMP (artículo 90)
(disposición esta última quc se encuentra pendiente de actualización). cuando se hace
alusión a la derivación hacia hogarcs de ref'ugio te¡nporal.

8. Ahora bien, en el marco descrito, debo señalar asimismo quc cualquier deci:ión quc
implique una scparación lorzosa de los miembros dcl grupo iálniliar, en el quE cxislan
niños, niñas o adolescentcs, dcberá Ilevarse a cabo tomando en cucnta. cn todo caso. el
principio de interés superior de las niñas y los niños, así oomo el derecho fundamental
a desarrollarse en un ambiente de afccto v de sesuridad moral v material

9. Así visto, los órganos administrativos ojudicialcs deberán evitar qLte sus decisioncs
gcncrcn situaciones de mayor aflicción o iniquidad para la situación personal l'
emocional de los niños y las niñas, leniendo en cucnta incluso la forma en que se

ejecutarán las medidas dispuestas. Esto, ciertamcnte, bajo la consideración de quc los
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niños, niñas y adolescentes no son meros objetos de protección, sino antes bien
auténlicos sujelos de derechos (cotl1o ya Io dejé explicado en mi fundamento de voto
en la STC Exp. n.' 02302-2014-l IC).

10. Ahora bicn, retornando el caso concreto, considero que lo indicado aquí parcce haberse
tcnido cn cuenta tanto en la decisión del Centro de Emergencia Mujer (en coo¡dinación
con la Policía Nacional del Perú y el hogar de relugio), como en la se¡tencia del
Juzgado Mixto de Zarumilla. Ello en atención al abundante material probatorio quú
obra en autos. En este caso nos encontramos entonces ante medidas razonables y
proporcionales, en atención a los bicnes que se ha buscado rcsguardar.

S.

1/

La

0l



Fft.qw I ililIIIilililtilil I ilt
12EXP. N." 0216

lUMBES
018 PHC] 1(l

SOR, rcpresentada por KENYI
OKAMURA SILVA

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la puneluiu
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para exp¡esar respetuosamente
quc disiento dcl prccedente vinculante establecido er1 la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SIINTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los lundameDtos que a

continuación expongo:

EL TR¡au.-aL CoNSTrrucroNAL coMo coRTE Dü REvtstóN o ¡ALLo y No DE

CASACIÓN

2. La Lcy Fundamental de 1979 estableció que el 'lribunal de Garantías
Conslitucionales era un órgano de control de Ia Constitución, que tenia jurisdicción
e¡ todo el lerritorio nacional para conoccr, cfi ría dc casación, d.e los habeas corpu"^
y amparos denegados por el Poder JudiciáI, lo que implicó que dicho Tribural no
constituia una i¡stancia habilitada para lá]]ar en lbrma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Constitución.

i. En ese senlido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de GarantÍas
Constitucionales. vigette en ese momento, estableció, cn sus artículos,12 al 46. que
dicho órgano. al cncontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma errada o ha incur do en graves vicios proccsales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar Ia sentencia y, lucgo de
señalar la dellciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los p¡ocesos constitucio¡ales
mencionados.

,1. El ¡¡odelo de tutela ante amenazas y vulne¡ación de derechos lüe seriamertc
modificado cn la Constitución de 1993. En primer lugar. se amplían los
neoanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habea,^ corpus, amparc, hdbeLts dat.t
y acció¡ de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
corno órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la ConstjtucióD 10

califica erróncamcnte como "órgano de control de la Constitución". No obslante, en

l,l^

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

L La Conslitución de 1979 crcó cl Tribunal de Garalltías Constitucionales corlo
insta¡cia de casación y la Co¡stitución de 1993 convi¡tió al T¡ibunal Constitucional
en instancja de fallo. l-a Constitución del 79, por p mera vez en nuestra hisloria
constitucional, dispuso la crcación de un órgano arl ,4o., iDdependiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.
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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL EXP. N." 02167-2018-PItCIC
TUMBES
SOR, represenlada por KENYI
OKAMURA S]LVA

matcria dc procesos constitucio[ales de la ]ibertad, ia Constitl¡ción eslablece que el
'fribunal Constituciollal es iNtancia de revisió¡ o iallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su articulo 202, ir,ciso 2,
prescribe que corresponde al Tribu¡al Co¡stitucional "conocer, ek úh¡ma y
delin¡t¡ta i;ttd cict, las resoluciones de eÍ:a¡orías dicladas en los procesos de
habeas corpus, amparc, habeas data )) tcción de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos l'undamentales.
cxige que el Tribunal Comtitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
cstima amenazado o agraviado en un de¡echo fundamental. Una lectura diversa
contnve¡dria mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
dcfensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como ñn supremo de la
sociedad y del Estado (artícülo l), y "la observancia del debído proceso y ttLtela
jurisdicciotlal. N¡npyna petsond pltede ser desyiada de la iut-isdicción
predeterminada por la ley, n¡ somet¡da a! proce¿imien¡o distinto de los p/e\,¡d¡nente
estqblec¡c¡os, n¡ juzgada por órganos iur¡.rdicc¡onales de excepcicin ni ¡or
cofiisioúes espec¡dles creadas al et'bcto cualquiera seu su denom¡nac¡ón".
consagrada er, elartículo 139, inciso 3.

6. Como se adviete. a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuaies el
acceso a la última instancia constitucional tiene luga¡ por la vía del cerf¡oruri
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en cl Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libenad cuando el agraviado ¡o haya obrenido una
prctección de sr¡ derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo clue
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe ab¡ir la via coúespondiente para que el Tribunal Constilucional pueda
pronunciaÉe. Pero la apertura de esta via solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces collstitucionales mediante un pon¡enorizado
anilisi. dq lo que se prerende. de lo que sc invocr.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su dcrecho
irrenunciable a 1a del¿nsa; además. un Tribunal Constitucional constituye el más
electivo medio dc defensa de los derechos fundamenlales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfb de la justicia fienre a la
arbitrariedad.

EL DERECHo A sER o¡Do coNto ITANTFESTACIóN DE LA DEltrocRATtzAC¡ó\ Dt Los
l'Rocttsos CoNSTITUCIoNAI,ES DE LA LIBERTAD

8. l,a administración de justicia constitucional de la libcfiad qDe brinda el -lribuoal

Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como corresponde, del de¡echo dc

/y,r1
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oido con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en ei cual se

tle¡enninen su. derechos. intereses ) obligaciones.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

b¡inda con estricto respeto de los derechos inherentes a lodo ser humano, lo que
incluye el derecho a se¡ oido con las debidas garantias.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en ia audiencia de vista, también constituye un elemenlo que
democratiza el proceso. De Io contrario, se decidi¡ia sobre la esfera de interés de
una pcrsona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidenocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, e¡ cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sLrs razones, por
cxpresar de modo suficiente las razones de derecho y dc l'recho relevantes e¡ cada
caso que resuclvc.

12. En ese sentido, la Cone Interamericana de Derechos Humanos ha establecido quc cl
derecho de delensa "obliga al Estado a tralar al indivi¡|uo en todo momento como
trn verdadero sujelo del proceso, en cl más anpliu rentilo Ll¿ ¿rtr Lonrepf.), y no
.tiüplemente cofio objelo del mísmo"'.1 qre "para que e\ista dcbidu pru.-eso legal
es preciso que Ltn justiciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus
i lereses en Jorma e/éctiva y en cofid¡ciones de igualdad procesal con otrot
justiciables'2.

I Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párralb 29.
2 Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamir y otros vs. Trinidad y Tobago,
sen¡encia del 21 dejunio de 2002, pánafo 146.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realiza¡se audiencia de vista está relacionado con la defensa. la cual. sólo es

el'ectiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de manera esr:rita y
oral, los argumentos pc¡tincntcs, concretándose el principio de inmediaciór que
debe regir en todo proceso constitucional.

rrvl
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13. El r¡odelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser

dcsviftuado por cl Tribunal Constitucional si no cs con grave violación dc sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que conro órgano constitlLido lambién está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica á un proceso constitucional de la libertad la denominada
"senlencia interlocuto a", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia juridica, ya que cl Tribunal Constitucional no tiene compctencia
pa¡a "revisa¡" l1i mucho menos "¡ecaliicar" el recurso de ag¡avio constitucional.

15. De conformidad con los articulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, cl
-l'ribunal Constitucional no "concede" el reculso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio que Ie c¿u.a indclcnsion.

16. Por otro lado, la "sente¡cia i¡terlocutoria" establece como supucstos para sL¡

aplicación 1órmL¡las imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos.
requiere ser aclarado, justiñcado y concretado en supuestos cspccificos, a sabel,
identificar en qu¿ casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justilicarlo,
convierte el empleo de la p¡ecitada sentencia en arbilrario, toda vez que sc podría
aféclar, enlre otros. el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetiras ¡,
carentes de predictibilidad, al¡ctando ¡otablemente a los justiciables, quicnes
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, m¿údlis mLú¿rndis, el prcccdcnte vincula[te contenido en la Sentencia
00987-201,1-PAII'C repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
l¡llos, como en cl caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la natL¡mleza
procesal de 1os procesos constitucionales de la libertad (sr¡pletoriedad. vÍa previa,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucionai líquido y
cieÍo, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que Ios procesos constitucionales de la libertad sean de
una natumleza p¡ocesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo pa¡a que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agrnr io
constitucional.

EXP. N.. 02167-2018-PHCITC
TIJMBES
SOR. representada por KENYI
OKAMURA SILVA
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19. Por lanto, si se tiene en cue¡ta que la justicia en scde constitucional represenla la
última posibilidad para proteger y repa¡ar los dercchos fundame¡tales de los
agraviados, voto a favor de que en el prese¡te caso se convoque a audiencia pa¡a la
vista, lo que garantiza que el Iribunal Constitucional, en tanto insta¡cia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas al¿ctadas e¡1 sus
derechos csenciales cuando no encuentran justicia en el poder ludicial;
cspecialmente si sc tiene en cuenta que, agotada la vía coüstitucional, aljusticiable
solo lc qr¡eda el camino de la jurisdicció¡ internacional de protección de derechos
hunanos.

20. Como ¿rfirmó Raúl Ferrero Rebagliati. 'la delcnsa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitr¡ción, pues si toda garantía constitucional
enl¡aña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su de¡echo
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta op¡imida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".
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